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Este artículo analiza los procesos de reforma laboral en Chile (2014-2016) y Costa Rica 
(2010-2016). Las normas laborales en cada país son distintas, pero convergen al imponer 
serias limitaciones para organizar sindicatos, negociar colectivamente y ejercer la huelga, 
lo que se traduce en una marcada unilateralidad por parte de los empleadores en la 
determinación de las condiciones de trabajo. En este artículo se argumenta que estos 
procesos no permitieron avances sustantivos en el poder de asociación de los trabajadores 
debido al fuerte poder instrumental de las élites empresariales lo que, históricamente y salvo 
coyunturas muy cortas, les ha permitido vetar cualquier posibilidad de avance del poder de 
asociación de los trabajadores. Para explicar estos procesos y sus resultados se recurre el 
análisis de los juegos políticos como procesos de reforma en contextos de alto nivel de 
asimetría de poder entre los actores que tratan de incidir en el proceso.  
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Working Class Associational Power and Labour Reforms in Asymmetrical 
Contexts: The Cases of Chile and Costa Rica 
 
This article analyzes the processes of labor reform in Chile (2014-2016) and Costa Rica 
(2010-2016). Labor norms in each country are different, but converge in imposing serious 
limitations to organize unions, bargain collectively and strike practices, resulting in a marked 
unilateralism by employers in determining working conditions. This article argues that these 
processes would not allow substantive progress in the working class associational power, 
due to the strong instrumental power of business elites, which historically and except very 
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short joints, allowed to veto any possibility of advancement of the power of association of 
workers. To explain these processes and results, the analysis of political games are used as 
reform processes, in high-level asymmetrical contexts of power between the actors trying 
to influence the process. 
 
Keywords: Working class associational power, labor reform, political games, instrumental 






Chile durante 2014 a 2016 y Costa Rica entre el 2000-2016, enfrentaron procesos de 
reforma laboral. En cada uno de estos países se puso a discusión el Poder de Asociación de 
los Trabajadores (PAT)1, el cual históricamente se ha caracterizado por su bajo nivel. Estos 
procesos de cambio institucional finalmente no lograron mejorar el poder de asociación. 
Paradójicamente, ambos países son democracias bien calificadas en los índices 
internacionales, lo que puede ponerse en entredicho cuando se observa la enorme 
asimetría en el poder de negociación de los actores sociales en procesos de reforma de la 
legislación laboral donde está en juego el PAT.  
 
Este trabajo muestra el rol de las élites empresariales en los procesos políticos en torno a 
las reformas laborales. Se argumenta que una alta asimetría de poder entre los actores 
interesados en los resultados de las reformas laborales impide avances en la 
institucionalidad que da forma al PAT. Las élites empresariales no solamente están mejor 
organizadas que los trabajadores, sino además tienen diversos y estrechos vínculos con el 
ámbito político (partidos y tomadores de decisiones públicas), al mismo tiempo que sus 
demandas como empresarios han sido asumidas en los programas del Poder Ejecutivo. 
Estos tres puntos les permitió contar con los recursos necesarios para detener cualquier 
avance que significará mejor del PAT.  
 
Cook (2007) mencionaba que el estudio de las reformas laborales, más que el análisis de 
una política pública, es un espacio privilegiado de observación de las relaciones de poder ya 
que muestra conflictos sociales y económicos importantes. En este espacio se desarrolla 
una disputa por la distribución de poder entre quienes son dueños de los medios de 
                                                           
1 El poder de los trabajadores consiste, principalmente, en dos subtipos de poder: 1. El poder de asociación 
(working class associational power) se refiere, siguiendo a Wright (2000: 962), a las diversas formas de poder 
que resultan de la formación de organizaciones colectivas de los trabajadores (sindicatos, partidos políticos, 
cooperativas, entre otras), y está relacionado con las instituciones laborales y políticas. 2. Poder estructural: 
poder que resulta de la ubicación de los trabajadores dentro del sistema económico y que responde a la 
dinámica económica (Wright, 2000: 961). Este poder incluye dos dimensiones: a) Poder de negociación en el 
mercado de trabajo. b) Poder de negociación en el lugar de trabajo.  
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producción y quienes no tienen más que su mano de obra para subsistir. En particular, 
diversas investigaciones en los últimos años han mostrado la relevancia de los derechos 
laborales colectivos, que dan forma al PAT, en la atenuación de la desigualdad y en el 
desarrollo de la democracia (Pateman, 1970; Rodwan & Cingranelli, 2007; Francese & 
Mulas-Granados, 2015; Jaumotte & Osorio Buitron, 2015). 
  
A pesar de estas evidencias que muestran la importancia del PAT, no está claro el futuro 
que puedan tener los derechos y la acción colectiva de los trabajadores, en un mundo 
globalizado2. Lo que parece estar claro es que la globalización y los factores económicos 
inciden de manera desigual en las diferentes dimensiones del PAT. Así inciden 
negativamente en la capacidad de agremiación de las organizaciones, debido a los cambios 
en la estructura de los mercados de trabajo, mientras que las dinámicas políticas domésticas 
adquieren mayor relevancia en las características y el alcance de la negociación colectiva. 
Varios estudios cuantitativos, con observaciones transversales y longitudinales (Schmitt & 
Mitukiewicz, 2012; Hessami & Baskaran, 2014), que incluyen países industrializados y 
emergentes, concluyeron que el arreglo institucional de cada país es un factor más 
importante en la configuración de las características del PAT que la globalización o el cambio 
tecnológico. Además, demuestran la importancia de la política nacional en la atenuación de 
los efectos negativos de la globalización sobre el PAT. Este trabajo, por tanto, se centra en 
entender esas dinámicas políticas en dos casos de América Latina. 
  
Para comparar los límites que enfrenta el PAT, aun cuando se dan procesos que busquen 
mejorarlo, se recurre metodológicamente a la “comparación contextualizada” (Locke & 
Thelen, 1995; Bensusán, 2016). Este tipo de comparaciones permiten vislumbrar cómo a 
pesar de que los arreglos institucionales nacionales son diferentes se obtienen resultados 
similares sobre el PAT. El análisis de los procesos de cambio institucional se realiza a partir 
de entenderlos como “juegos políticos” en los que participan “jugadores” (diversos actores 
políticos y sociales) con poderes asimétricos, a través de transacciones y negociaciones que 
se expresan de alguna forma en el resultado de las reformas, (Scartascini, Stein &Tommasi, 
2010)). 
 
El poder de asociación de los trabajadores es evaluado a partir de las oportunidades o 
restricciones que la vieja y la nueva institucionalidad laboral otorga para la organización de 
sindicatos, la negociación colectiva y el ejercicio a la huelga, lo que nos permitirá identificar, 
en su caso, los avances, los retrocesos o el estancamiento. Al centrarse en la forma en que 
diferentes arreglos institucionales crean diferentes conjuntos de rigideces y flexibilidades, 
podemos identificar una gama de posibles “puntos de fricción”, que son a su vez las fuentes 
potenciales de conflicto entre representantes laborales y empresariales durante los 
procesos de reforma (Locke & Thelen, 1995; Bensusán, 2016).  
 
                                                           
2 Bensusán (2015) muestra las diferentes posturas que existen sobre la temática.  
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El trabajo está ordenado en cuatro secciones. En la primera sección se expone el abordaje 
teórico que se utiliza para el estudio. La segunda sección trata los puntos de fricción de la 
institucionalidad laboral de cada país, que implican un débil poder de asociación de los 
trabajadores, y que se ponen en juego durante los procesos de reforma. En tercer lugar, se 
identifican las características de los juegos políticos en torno a dichos procesos y cómo en 
estos las élites empresariales y su gran poder instrumental impiden avances del PAT. La 
última sección presenta las reflexiones finales en las que se exploran las principales 
limitaciones que presenta el cambio institucional relacionado con el PAT.  
 
 
El Juego de las Políticas en los Procesos de Reforma Laboral 
 
El proceso de formulación de políticas (PFP) en las democracias contemporáneas 
puede ser entendido como un proceso de tratos e intercambios entre los distintos actores 
políticos y socioeconómicos (Ardanaz, Scartascini & Tommasi, 2010, p. 10), es decir un juego 
político que involucra varios jugadores3. No obstante, se trata de una compleja interacción 
entre actores para lograr los resultados, pues el proceso está influido por una amplia gama 
de factores políticos, institucionales e históricos. 
  
Estos factores afectan los recursos de poder de cada uno de los actores, las características 
de los escenarios en los que interactúan y la naturaleza de las operaciones en las que 
participan (Scartascini et al., 2010, p. 2). Al ser este juego una complicada interacción entre 
actores políticos y sociales, influenciada por otros factores, el resultado del proceso de 
formulación y aprobación de alguna reforma “depende fundamentalmente de la habilidad 
de los actores políticos para lograr resultados cooperativos, es decir, de su capacidad para 
lograr acuerdos políticos y hacerlos cumplir en el tiempo” (Scartascini, Spiller, Stein & 
Tommasi, 2011, p. 6).  
 
Los resultados finales de estos procesos políticos responden a la coordinación e interacción 
de actores con diferentes niveles de poder, enmarcados en plazos de tiempo, con múltiples 
incentivos y que se relacionan en diversos escenarios con distintas reglas que regulan su 
interacción (Scartascini et al., 2011, p. 14). Estos resultados no implican que se den en 
términos de satisfacción para cada actor, dependerá del poder de veto de cada jugador 
aceptar o no el resultado final (Tsebelis, 2002). 
  
Aunque desde este enfoque se menciona que los jugadores participantes tienen distintos 
grados de poder para incidir en el resultado, se debe de considerar que en algunos 
                                                           
3 Los actores o jugadores políticos son los diversos grupos organizados y personas que participan en los 
procesos políticos de formulación y aprobación de políticas públicas, estos pueden interactuar en espacios 
formales (legislaturas, gabinete) o en espacios informales (protestas en las calles por ejemplo) (Scartascini et 
al., 2011: 14).  
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contextos existen jugadores con un altísimo poder sobre la formulación de las políticas, en 
comparación a sus contrapartes. Es decir que la interacción entre actores se da con una alta 
desigualdad de condiciones para influir sobre los resultados. Los casos de Chile y Costa Rica 
en las últimas reformas laborales son ejemplo de esto, al existir un alto poder de élites 
empresariales sobre los procesos políticos que les garantiza vetar el cambio a favor del PAT. 
 
Se trata entonces de juegos políticos asimétricos donde las élites empresariales cuentan 
con mayor poder frente a los otros actores. Las élites son aquellos grupos que tienen o que 
ejercen la dominación dentro de una sociedad o dentro de un área particular de la vida 
social. La élite empresarial o económica es “un grupo inter-organizacional de personas que 
ocupan posiciones de dominio en las organizaciones empresariales y que pueden tener 
ciertos poderes adicionales a su alcance” (Scott, 2008, p. 37) que le permiten influir y/o 
imponer sus intereses. 
 
¿Cómo influyen estas élites sobre el proceso político? La literatura sobre el tema4 distingue 
dos principales formas de influencia: poder instrumental (Fairfield, 2010; Schneider & 
Karcher, 2012) y poder estructural (Przeworski & Wallerstein 1988; Fairfield, 2010). Según 
Fairfield (2010, p. 40) el poder instrumental implica una acción política deliberada que busca 
incidir en el resultado de una política y tiene que ver con las relaciones entre empresarios 
y tomadores de decisiones. En tanto el poder estructural tiene que ver con el 
comportamiento de la economía y de las percepciones de los tomadores de decisiones 
sobre el impacto que una determinada política puede tener sobre los indicadores 
económicos, siendo la principal variable las posibles amenazas a la desinversión. 
 
Las variables que componen el poder instrumental, siguiendo a Fairfield (2010) serían tres:  
1. Cohesión empresarial: capacidad de las organizaciones empresariales de forjar un 
consenso entre los distintos sectores económicos y coordinar el cabildeo desde una postura 
única.  
2. Vínculos con el ámbito político: las forma en que el sector empresarial logra obtener, 
aliarse o influir sobre representantes en partidos políticos, poderes ejecutivo y legislativo, 
a lo que se suma la financiación empresarial a los partidos políticos y campañas electorales.  
3. Concertación de agendas entre gobierno y empresarios: tiene que ver con la existencia y 
alcances de espacios (formales o informales) de diálogo entre gobierno y el sector 
empresarial. También entra aquí el impulso de medidas económicas de interés para las 
élites empresariales (la política económica en general del gobierno). 
  
El poder estructural emana del modelo económico adoptado en cada país. “En contraste 
con el poder instrumental, el poder estructural no requiere de actividad política para influir 
                                                           
4 La literatura sobre el tema aborda diversas aristas del poder de las élites empresariales, al respecto se puede 
consultar Tirado (2015). El presente estudio se ha enfocado en comprender cómo el poder instrumental 
empresarial afecta los resultados de las políticas públicas.  
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en la política” (Fairfield, 2010, p. 41). La medición del poder estructural es más difícil de 
realizar en economías abiertas. Si bien se puede observar el comportamiento de varios 
indicadores económicos, es complicado determinar con exactitud cuándo estos responden 
directamente a las expectativas que puede generar una reforma y no a otras influencias 
como por ejemplo el comportamiento de los mercados internacionales. Una forma de 
observar este poder estructural, en el caso de reformas laborales, es identificando las 
relaciones entre el modelo económico y el modelo laboral. Así se pueden determinar las 
exigencias del primero sobre las características del segundo. 
  
Al ser uno de los temas menos estudiados, el presente texto privilegia el análisis del poder 
instrumental de las elites económicas como variable que moldea el PAT. Otros estudios ya 
han abordado las relaciones entre modelo económico y el modelo laboral (ver Boyer, 2005; 
Mosley, 2011; Bizberg, 2014). Asimismo, aunque no se enfatiza aquí, no se ignora que el 
débil PAT en los países estudiados está relacionado a la persistencia de legados autoritarios 
presentes en la institucionalidad laboral (Caraway, Cook & Crowley, 2015).  
  
 
Puntos de Fricción en la Configuración del Poder de Asociación de los 
Trabajadores en Chile y Costa Rica  
 
Existen puntos de fricción en la legislación laboral que funcionan como pilares en los 
que se asienta la restricción del PAT. Estos puntos garantizan la unilateralidad patronal en 
la determinación de las condiciones laborales. La voz de los trabajadores está ausente y por 
ende las condiciones laborales son lo que los empleadores quieren que sean, lo que impide 
vincular los salarios con el aumento de la productividad, profundiza la desigualdad entre 
trabajo y capital, y entre las diferentes categorías de trabajadores. Al mismo tiempo se 
afectan las posibilidades de participación de los trabajadores como ciudadanos en la 
democracia, toda vez que se les niega el derecho a la libre asociación, lo que conlleva a una 
profunda asimetría de poder entre trabajadores y empleadores. 
 
Se trata de restricciones que afectan las posibilidades de organizar un sindicato, negociar 
colectivamente y ejercer el derecho de la huelga. Sí bien cada uno de estos tres derechos 
colectivos son significativos en la configuración del PAT, es importante observar que el 
derecho de huelga es crítico ya que sin este no puede existir una negociación seria entre 
trabajadores y empleadores. Más aún, éste es el único medio legítimo para reducir la 




Chile, la Persistencia del Modelo Laboral de Pinochet: Grupos Negociadores, 
Negociación Colectiva a Nivel de Empresa y Huelga que no Paraliza 




El modelo laboral chileno está basado en el Plan Laboral de la dictadura de 1979, del 
el cual a pesar de las reformas sigue vigente. Las implicaciones negativas sobre el PAT del 
Plan Laboral de 1979 son tales que “de 100 trabajadores sólo 14 están afiliados a algún tipo 
de sindicato y sólo 12 de cada 100 han podido negociar colectivamente sus condiciones de 
trabajo” (Doniez, 2012, p. 1)5.  
La última reforma (2014-2016)6, a pesar de haberse promovido como una iniciativa para 
equilibrar las relaciones laborales retirando algunas de las restricciones del PAT, finalmente 
no lo logró. Los puntos de fricción de la institucionalidad laboral chilena que afectan 
negativamente el PAT se encuentran en la existencia de organizaciones que compiten con 
los sindicatos (no hay titularidad sindical exclusiva), la imposibilidad de negociar más allá 
del nivel de empresa, y finalmente la huelga, que no logra paralizar la empresa (Caamaño 
& Ugarte 2008; Brega & Doniez, 2015; Durán, 2015). 
  
La existencia de “grupos negociadores” representa un problema para la conformación de 
sindicatos. La legislación laboral chilena admite una doble titularidad de representación 
laboral7 con lo que los sindicatos no tienen la exclusividad para representar a los 
trabajadores, sino que compiten con estos otros grupos (Tapia, 2008; Durán, 2015). Es una 
abierta sustitución del sindicato en oposición a los convenios 87, 98, 135 de la OIT 
ratificados por Chile desde 1999. La existencia de estos grupos atomiza la representación 
de los trabajadores, lo que en la práctica resulta en desorganización de los intereses 
laborales y favorece la no reivindicación de demandas de los trabajadores. 
  
El proyecto de reforma laboral pretendía que el sindicato fuera el sujeto principal en la 
representación de los trabajadores, no sólo en la negociación colectiva, sino en cualquier 
proceso de negociación directa con el empleador. No se planteó eliminar los grupos 
negociadores, pero sí limitar su accionar, al establecer que estos serían posibles sólo en los 
casos en que no existiesen sindicatos. Esto finalmente no fue aceptado por el Tribunal 
Constitucional (TC) al considerarlo inconstitucional8. 
  
Al mismo tiempo que se buscó la preponderancia del sindicato frente a los grupos 
negociadores, se incluyeron medidas regresivas en relación a los quórums mínimos para la 
conformación de sindicatos de empresas pequeñas y medianas (PYMES). Desde 2001 (Ley 
No. 19759) se estableció que eran necesarios ocho trabajadores indistintamente del 
tamaño de la empresa. A partir de la nueva ley, los trabajadores de PYMES deberán cumplir 
                                                           
5 No hacen distinción entre trabajadores públicos o privados.  
6 Mensaje No. 1055-362, Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo 
modificaciones al código del trabajo, Santiago de Chile, 29 de diciembre de 2014. 
7 Es decir, aun cuando en una empresa exista un sindicato, los trabajadores pueden organizar otros sindicatos, 
o incluso organizar grupos que no son sindicatos (“grupos negociadores”) con lo que los sindicatos no son los 
titulares únicos de la representación de los trabajadores.  
8 Sentencia del Tribunal Constitucional STC-3016-16 (3026-16).  
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con quórums más altos, al exigirse como mínimo para la conformación de un sindicato la 
participación del 50% de los trabajadores de la empresa (Paúl y Penaforte, 2016). Está es 
una medida que afectará a cerca del 60% de los asalariados privados del país (Durán, 2016).  
 
Otro punto de fricción del modelo laboral chileno, y que no se buscó cambiar con la reforma, 
es la imposibilidad de negociar colectivamente más allá del ámbito de la empresa. La 
legislación no la prohíbe, sólo que la deja sujeta a la voluntad de los empleadores, quienes 
siempre se han opuesto a ese tipo de negociación y se opusieron incluso a que fuera tema 
de debate. Además, en la negociación sectorial no está permitido el ejercicio del derecho 
de huelga y ni existe fuero para los líderes sindicales que busquen la negociación (Tapia, 
2008).  
 
El tercer punto se encuentra en las restricciones para ejercer el derecho a la huelga. El 
Código de Trabajo se ha encargado de ponerle amplias limitaciones que hacen de su 
ejercicio un mecanismo que no genera presión sobre los empleadores, debilitando así el 
PAT. La huelga solamente se puede ejercer en los procesos de negociación colectiva reglada 
(que establece plazos y pasos a seguir). No se admite realizar huelgas por solidaridad, ni 
contra políticas públicas, ni por incumplimiento de acuerdos entre trabajadores y 
empleadores (Brega & Doniez, 2015, p. 9). Además, la legislación impone normas que 
desalientan el ejercicio de este derecho, como la exigencia del más del 50% de participación 
de los trabajadores de la empresa o la posibilidad de que una vez iniciada una huelga los 
trabajadores de forma individual se puedan retirar del proceso reintegrándose al trabajo 
(Jiménez, 2015). 
  
La discusión al respecto, durante el debate parlamentario, se ha centrado en el reemplazo 
de los huelguistas, porque esa posibilidad desvirtúa al instrumento como mecanismo de 
presión. Aunque la actual legislación prohíbe el reemplazo de trabajadores en huelga, 
algunas excepciones contenidas en el mismo artículo permiten que el empleador pueda 
contar con los llamados rompehuelgas (Gutiérrez, 2015). El proyecto planteó algunos 
cambios para evitar el reemplazo, aunque agregó otros elementos (servicios mínimos, 
adecuaciones necesarias y cambios de turno9) que garantizan que la huelga no paralice la 
empresa y por tanto la huelga no sea un mecanismo de verdadera presión (Fundación Sol, 





                                                           
9 Los servicios mínimos es una obligación de los sindicatos en la huelga en la que deben de establecer un plan 
de funcionamiento mínimo de algunas actividades de la empresa. La adecuación necesaria es una facultad del 
empleador para ordenar a trabajadores que no están en huelga a que realicen aquellas funciones de los 
huelguistas. Los cambios de turnos faculta al empleador a modificar los turnos de los trabajadores que no 
están en huelga con el fin de cubrir las laborales de lo que sí están.  
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Resumen de los puntos de inflexión del poder de 













Sindicatos comparten la 
titularidad de 
representación de los 
trabajadores 
Cuando existan sindicatos 
en una empresa no podrán 
crearse “grupos 
negociadores” 
Sin cambios  
Quórum de constitución 
de un sindicato: 8 
trabajadores  
Aumenta quorum para la 
constitución de sindicatos 






confinada a la 
empresa 
La negociación colectiva 
supraempresa sólo es 
posible sí los empleadores 
están de acuerdo  
Sin cambios Sin cambios 
Huelga que no 
paraliza 
Huelga sólo posible en la 
negociación colectiva 
reglada  
Sin cambios Sin cambios 
Se establecen excepciones 
para reemplazar 
trabajadores en huelga 
Se prohíbe el reemplazo de 
trabajadores en huelga, 
pero se introducen formas 
de “reemplazo interno 
regulado”: Servicios 
mínimos, cambios de 
turnos y adecuaciones 
necesarias 
Cambios, sin 





Fuente: Elaboración propia. 
 
 
Costa Rica: Comités Permanentes, Arreglos Directos y Procedimientos para 
Ejercer la Huelga 
 
La institucionalidad laboral en Costa Rica presenta tres principales limitaciones que 
afectan negativamente el poder de asociación de los trabajadores: los arreglos directos, los 
comités permanentes y las restricciones para organizar una huelga legal. El proyecto de 
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reforma10 tenía como principal objetivo llenar el vacío de la legislación en materia del 
proceso laboral, no obstante, la reforma no se limitó a temas procesales e incluyó los tres 
puntos de fricción mencionados. 
  
El Código de Trabajo, vigente desde 1943, define los arreglos directos y los comités 
permanentes como espacios para resolución de conflictos11. En la práctica estos se han 
convertido en sustitutos de los sindicatos y la negociación colectiva. Las estadísticas 
muestran los resultados negativos para el PAT de estas instancias: en 2012 las convenciones 
colectivas fueron 6 y los arreglos directos 64; para 2014 los convenios colectivos llegaron a 
10 y los arreglos directos a 36 (MTSS12, 2012; 2014). Además, en 2014, se encontraban 
vigentes 160 arreglos directos, pero sólo 15 convenciones colectivas, todas ellas a nivel de 
empresa (Castro, 2014: p. 91). 
 
La OIT en reiteradas ocasiones, y desde la década de 1980, ha venido señalando el carácter 
antisindical de los comités permanentes y arreglos directos13, al ser utilizados por los 
empleadores como instrumentos para evitar la formación de sindicatos e impedir la 
negociación colectiva (Goldin, 2007; Van der Laat & Schapira-Felderhoff, 2008).  
 
La huelga, por su parte, presentó dos ejes de discusión, por un lado, lo referente al 
procedimiento de convocatoria y el porcentaje mínimo de trabajadores que debían 
participar para ser considerada una actividad legal. Por otro lado, lo concerniente a la 
huelga en el sector público, en especial la definición de servicios esenciales en que la huelga 
sería prohibida.  
 
A pesar de estar consagrado como derecho constitucional (art. 61), en la práctica la huelga 
no ha podido ejercerse legalmente, a tal punto que desde 1943 a 2001 sólo se habían 
declarado dos huelgas legales (Programa Estado de la Nación, 2001, p. 358). La 
imposibilidad de lograr huelgas legales se ha debido a los elevados requisitos impuestos en 
el Código de Trabajo para lograrlo. El art. 373 exigía la participación del 60% de los 
trabajadores de la empresa para lograr una huelga legal. La Sala Constitucional, en el año 
2011, declaró inconstitucional la exigencia del 60%, y dejó un vacío legal sobre el tema. Esto 
permitió incluir cambios en el quórum para la huelga, aunque con resultados exiguos, pues 
se estableció en 50%, aun cuando los sindicatos abogaron por el 40%.  
                                                           
10 Reforma Procesal Laboral (RPL), expediente legislativo No. 15990, publicado en el diario oficial La Gaceta 
No. 188 del 30 de septiembre del año 2005. Aunque este proyecto inicio su formulación desde 1998, las 
negociaciones entre sectores retrasaron el inicio del trámite legislativo hasta 2005.  
11 Ante un conflicto muy específico en la empresa, los trabajadores conforman un comité permanente con 
tres representantes que le presenta el problema al patrono, una vez que llegan a un acuerdo se firma un 
arreglo directo.  
12 Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de Costa Rica 
13 Esta conformación, no la hacían directamente, sino a través de las asociaciones solidaristas (especies de 
mutuales de ahorro y crédito) que están conformadas por patronos y trabajadores (Castro, 2014) 




Asimismo, la legislación costarricense exige el agotamiento de un prolongado 
procedimiento judicial antes del inicio de una huelga legal. Dicho procedimiento tarda años 
en ser agotado14, de forma que hace imposible lograr organizar una huelga legal.  
 
La huelga en el sector público se convirtió en el tema de mayor controversia en todo el 
proceso de la reforma y fue incluso la excusa con la cual el proyecto de ley fue vetado por 
la Presidenta de la República en 2012. El Código de Trabajo presentaba una 
conceptualización muy amplia del “servicio público” en el que se prohíbe la huelga. El 
proyecto de ley planteaba diferenciar entre servicio público y servicio esencial15, de forma 
que la mayoría de los trabajadores públicos pudieran gozar del derecho a la huelga. 
Finalmente esto fue vetado por las élites empresariales. La tabla 2 resume los puntos de 
inflexiones discutidos en la reforma laboral de 2000-20.
                                                           
14 Sobre esto, un dirigente sindical comentó: “[…] nuestra organización sindical presentó un procedimiento de 
conciliación desde hace más de 4 años y ni siquiera se ha procedido a integrar el tribunal de conciliación, 
debido a que si bien las organizaciones sindicales cumplimos con nombrar a nuestros árbitros, ni los 
empresarios ni el Ministerio de Trabajo hacen lo propio y ello muchas veces dificulta y por qué no, impide la 
integración del tribunal de conciliación y paraliza indefinidamente el procedimiento; lo cual implica que la 
posibilidad de cumplir con este requisito para lograr la legalidad del movimiento sea imposible de alcanzar” 
(Morales, 2011).  
15 Según la OIT el servicio esencial es aquel que al ser paralizado por una huelga representa una amenaza 
evidente para la vida, la seguridad o la salud, de toda o parte de la población” (OIT, 1996).  




Resumen de los puntos de inflexión del poder de  




Legislación ex reforma Legislación propuesta Resultado Final 
Organización 
sindical 
Existencia de “Comités 
Permanentes” 





Existencia de “Arreglos 
Directos” 














Sin cambios Sin cambios 
Huelga en los servicios 
públicos 
Permitir huelgas en los 
servicios públicos, 
incluyendo la noción de 
servicios esenciales 
Sin cambios 
Fuente: Elaboración propia.  
 
 
El Poder Instrumental de las Élites Empresariales: Juegos Políticos 
Asimétricos  
 
Los juegos políticos por los que transitaron las reformas laborales en Chile y Costa 
Rica, presentan diferencias importantes relativas a los espacios en que se dieron, el tiempo 
de cada proceso, las formas en que los actores interactuaron. Aun así, comparten resultados 
similares como consecuencia del alto poder instrumental del que disponen las élites 
empresariales.  
 
El proceso chileno presentó una formulación del proyecto de ley bastante vertical, pues la 
redacción del proyecto la realizó el Poder Ejecutivo con escasa consulta a los sectores más 
interesados: cámaras empresariales y sindicatos. La principal discusión se dio en la Cámara 
de Diputados y en el Senado, entre bancadas legislativas16, y con mucha participación del 
                                                           
16 Aunque hay más de 10 partidos políticos con representación en el Congreso y Senado, estos se agrupan en 
dos grandes coaliciones: Nueva Mayoría –centro izquierda– y Chile Vamos –derecha–.  
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gobierno. Se trató de un proceso rápido17, si se pone en perspectiva que el gobierno planteó 
–al menos en el discurso– el mayor cambio laboral desde el fin de la dictadura. 
En el caso de Costa Rica, el proceso tardó más de quince años (2000-2016), y se dio de una 
forma más horizontal con una gran participación de actores en la formulación y en el trámite 
de aprobación del proyecto (jueces laborales, sindicatos, UCCAEP18, gobiernos de diferentes 
periodos y partidos). El proyecto de ley llegó a la Asamblea Legislativa en 2005 con muchos 
puntos acordados entre los actores involucrados. Incluso durante la larga trayectoria 
legislativa (2005-2012), muchos de los acuerdos se hicieron directamente entre sindicatos 
y UCCAEP. 
 
La incorporación de estos temas en las agendas políticas de cada país presenta diferencias, 
aunque en ambos casos responde a procesos domésticos y no a presiones externas (por 
ejemplo como requisito para la firma de algún tratado comercial o por presiones de la OIT). 
En el caso chileno se dio a partir de los estrechos vínculos entre la Central Unitaria de 
Trabajadores (CUT) y la coalición de centro-izquierda “Nueva Mayoría –NM–”. Esto sucede 
en un contexto político en el que la NM, de cara al proceso electoral de 2014, y por primera 
vez, desde el retorno a la democracia, incluía al PCCh, además el discurso de la candidata 
de NM, Michelle Bachelet, estaba centrado en lograr cambios estructurales al modelo 
político heredado de la dictadura: reforma educativa, reforma electoral y nueva 
constitución política. De esta forma la CUT logró posicionar el tema, no sin recelos, dentro 
del programa de gobierno de NM. 
 
La incorporación de la reforma laboral en la agenda política costarricense tiene un origen 
en el proceso de concertación nacional de 1998 del gobierno de Miguel Ángel Rodríguez19 
(1998-2002), que buscaba legitimidad después de haber ganado las elecciones con un 
estrecho margen (Cortés, 1999). Después de la concertación, en 1999 se constituyó una 
comisión con el objeto de avanzar en acuerdos sobre una reforma laboral, con 
representación sindical, empresarial, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) y 
del Poder Judicial. Los acuerdos logrados fueron enviados al Poder Judicial en 2002, con el 
objeto de que se formulara un anteproyecto de ley, centrado principalmente en el tema 
procesal laboral, el cual fue dado a conocer en el 2005 en el Consejo Superior de Trabajo 
(CST), después de algunas modificaciones, la Corte Plena los aprobó y el proyecto fue 
enviado a la Asamblea Legislativa en 2005 donde se inició un nuevo proceso de negociación 
entre sindicatos y empresarios, mediado por partidos políticos.  
 
Pese a estos contrastes en los procesos, las élites empresariales en cada país lograron 
imponer sus posturas sobre la institucionalidad que moldea el poder de asociación de los 
                                                           
17 Tardó cerca de 18 meses, ingresó el 29 de diciembre de 2014 al Congreso, y terminó el 17 de junio de 2016, 
cuando el gobierno decidió vetar parte de la ley como respuesta al fallo del Tribunal Constitucional.  
18 Unión de Cámaras Comerciales y Asociaciones de la Empresa Privada, principal organización cupular 
empresarial.  
19 Partido Unidad Social Cristiana (PUSC), ideológicamente de derecha.  
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trabajadores. Una de las variables del poder instrumental de los empresarios está 
relacionada con la forma en que organizan sus intereses. Cuando los empresarios no están 
organizados bajo una misma cámara y no logran establecer posturas uniformes frente a las 
políticas, sus capacidades para influir en la decisión disminuyen, en la medida en que el 
gobierno y/o sindicatos pueden llegar a acuerdos con la fracción de los empresarios que 
más se acerque a sus intereses. Por el contrario, nuestra hipótesis al respecto es que en los 
dos países estudiados una de las principales razones por la que los empresarios han logrado 
influir –y finalmente vetar los avances en el PAT– en los procesos de reforma laboral se debe 
a la organización empresarial cupular, que les permite tener posturas homogéneas frente a 
la reforma y gestionar su influencia política desde de forma cohesionada.  
 
Estas organizaciones serían la UCCAEP en Costa Rica y la CPC (Confederación de la 
Producción y el Comercio) en Chile. Desde estas organizaciones los empresarios 
establecieron un solo canal de comunicación con los otros actores, y no dividieron sus 
esfuerzos para incidir en la reforma. Estas cámaras son dirigidas por las élites empresariales 
de cada país, quienes lograron ejercer hegemonía sobre los diversos sectores 
empresariales, y trazar las líneas generales del proyecto político-económico para los 
empresarios. No quiere decir que los conflictos inter-empresariales estén ausentes, sino 
que se logran consensos –bajo la dirección de estas élites– sobre temas centrales, por lo 
general los que están relacionados con la distribución de la riqueza y del poder, como es el 
caso de la legislación laboral.  
 
La élite empresarial chilena está conformada por veinte grandes grupos económicos, 
quienes controlan más del 50% del PIB (Leiva, 2015). A demás las familias que controlan 
estos grupos se llevan porcentajes muy altos de la riqueza total del país, con cifras que no 
se dan en ningún otro país de la OECD20. Son estos grupos quienes finalmente dirigen la 
CPC. En Costa Rica, la élite empresarial está conformada por los sectores agrícolas 
(principalmente agroexportadores y agroindustria), los cuales representan más del 20% del 
total de exportaciones, y cerca del 15% del total del PIB. Estos sectores están estrechamente 
vinculados con el sector financiero y en alguna medida con los comerciantes-importadores; 
son los sectores que han surgido en los últimos 30 años de la mano del cambio del modelo 
económico (Rovira, 2004, León, 2008).  
 
En contraste, los sindicatos de Chile y Costa Rica no lograron construir posturas 
homogéneas frente a la reforma. Los representantes de los trabajadores participaron en el 
proceso, como se sabe, con poco PAT, y esta desventaja se acentuó al no constituirse en 
bloques uniformes. Esto implicó un desgaste dentro del movimiento sindical que no sólo 
tenía que llevar el debate contra los empleadores, sino estar inmerso en discusiones inter-
sindicales. Además, permitió que el gobierno y los empleadores eligieran con quien 
                                                           
20 En Chile el 1% de los chilenos concentra el 30,5% de la riqueza, el 0,1% el 17,6%, y el 0.001% el 10,1% del 
total (Matamala, 2015: p. 29).  
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negociar, optando, como era de esperarse, por las opciones sindicales menos críticas a los 
proyectos de ley21. En el caso de Costa Rica, esta situación también quedó patente en la 
conformación del principal espacio de diálogo tripartito, el Consejo Superior de Trabajo 
(CST); los tres representantes empresariales del CST son nombrados por la UCCAEP, 
mientras que los tres representantes sindicales provienen de organizaciones distintas, 
incluso antagónicas entre sí, a la vez que se dan exaltadas disputas sindicales para acceder 
a esos cargos. 
 
Los juegos políticos en cada país implicaron por tanto transacciones y acuerdos entre el 
gobierno, los partidos, la organización cohesionada de empresarios y un sector de los 
sindicatos. Se excluyó así a los sectores más críticos de la reforma y quienes exigían cambios 
sustanciales para lograr avances en el poder de los trabajadores. En Costa Rica quedaron 
fuera de los acuerdos finales los sindicatos que exigían la eliminación de los comités 
permanentes y los arreglos directos. Las negociaciones y acuerdos fueron llevados por la 
ANEP, al que se sumaron otras organizaciones sindicales de sectores de la educación, 
puertos, electricidad y municipalidades, a pesar de que el bloque sindical (BUSSCO), que 
aglutina a más trabajadores, se oponía a lo acordado. 
  
En Chile solo se incluyó como representante del sector sindical a la CUT (Central Unitaria de 
Trabajadores)22, lo que dejó fuera del proceso a los sindicatos que insistían en la 
negociación a nivel sectorial y que la huelga permitiera paralizar las labores en la empresa, 
como lo eran la CAT (Central Autónoma de Trabajadores) y el Comité Iniciativa por la Unidad 
Sindical (CIUS). La postura de la CUT fue subordinada a lo que el gobierno planteó, tal como 
lo señala Julián (2015) al advertir que la CUT participó desde un principio en un “simulacro 
de corporativismo”, “[…] ya que en vez de asentarse en una base de negociación, autonomía 
y diálogo simétrica entre los actores de las relaciones industriales – los grupos 
empresariales, gubernamentales y sindicales –, esta “inclusión” se encuentra sujeta a un 
marco de relaciones laborales disciplinares que alientan la debilidad y fragilidad de la 
posición de negociación de los sindicatos” (Julián, 2015, p. 131). En suma, en cada país el 
debate político excluyó a los actores sindicales críticos, lo que implicó también la exclusión 
de temas centrales del PAT, beneficiando así la postura empresarial.  
 
                                                           
21 Los sindicatos en Costa Rica, hasta 2010 había tenido una postura única frente a la reforma: coincidían en 
la eliminación de los comités permanentes y los arreglos directos. Después de que la UCCAEP no estuviera de 
acuerdo en ceder en ese punto, un grupo de sindicatos dirigidos por el sindicato ANEP (Asociación Nacional 
de Empleados Públicos) acordó con los empresarios la continuidad del statu quo. Ese acuerdo dividió al 
movimiento sindical, a partir de entonces un sector del sindicalismo, aglutinado en BUSSCO (Bloque Unitario 
Sindical y Social Costarricense, el cual es liderado por la Unión de Empleados de la Caja del Seguro Social 
(UNDECA), se posicionó contra la reforma y se salió de las mesas de negociación. Incluso ambos bandos 
llegaron a organizar movilizaciones –aunque modestas en ambos casos–, unos para que se aprobará la 
reforma, otros para rechazarla.  
22 También se dieron diferencias a lo interno del CUT, aunque se impuso la postura cercana al gobierno.  
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Los vínculos empresariales con la política son muy evidentes en ambos países. El sistema 
electoral chileno está diseñado para que existan dos grandes bloques mayoritarios. Esto ha 
permitido que los sectores ideológicamente ubicados a la derecha23 –claros representantes 
de los intereses empresariales y vinculados al poder durante la dictadura– tengan siempre 
una amplia presencia en la Cámara de Diputados y en el Senado. Este bloque ha tenido 
muchas posibilidades de vetar reformas en la medida en que el sistema chileno, para 
muchos cambios, exige contar con votos de dos tercios o cuatro quintos de congresistas o 
senadores (Haagh, 2002). Así, el sistema enfrenta a dos grandes bloques antagonistas, 
dando herramientas a cada cual para trabar reformas, como ha sucedido con la laboral. 
 
No solamente los vínculos empresariales en Chile se evidencian en la coalición de derecha, 
también Nueva Mayoría presenta estrechas relaciones, lo que se traducen en mayores 
posibilidades de influencia del sector empresarial. Esto fue especialmente notorio durante 
el paso del proyecto por el Senado, pero estuvieron presentes desde la redacción misma 
del proyecto de ley, lo cual puede verse en las limitadas propuestas por fortalecer 
realmente el PAT. Aunque, discursivamente, el gobierno de Bachelet trató de posicionar la 
idea de que se trataba de una reforma para equilibrar las relaciones laborales. En los 
hechos, se plantearon cambios mínimos, o bien se proponían cambios a primera vista 
positivos, pero se incluían nuevas limitaciones (huelga con adecuaciones necesarias y 
servicios mínimos, aumento de quórum para la constitución de sindicatos en PYMES, entre 
otros). El proyecto a su vez incorporó medidas flexibilizadoras (pactos de adaptabilidad24) 
como una forma de contar con la venia de los sectores empresariales.  
 
¿Cómo explicar que el gobierno plantee una reforma pro-sindical y ésta termine con 
retrocesos, a pesar de contar aquel con mayorías en ambas cámaras? Por un lado, como se 
mencionó, la presencia de un gran bloque opositor garantizaba en alguna medida vetar 
avances para el PAT. Por otro lado, la coalición de centro-izquierda, tanto en su versión de 
Concertación, como la de Nueva Mayoría, han estado conformadas de forma 
ideológicamente diversa (ver nota al pie 31) (no siempre hay acuerdo cuando se trata de 
enfrentar posturas defendidas por el empresariado), lo cual ha implicado complicaciones 
para llevar adelante reformas que enfrenten la oposición empresarial, como quedó en 
evidencia con la conformación de la bancada Pro Pyme25, que se oponía a la reforma por la 
                                                           
23 La derecha chilena ha estado representada por varias coaliciones de partidos, en todas ellas los partidos 
Unión Demócrata Independiente (UDI) y Renovación Nacional (RN) las principales agrupaciones. 
24 Los pactos de adaptabilidad son acuerdos que pueden tomar trabajadores y empleadores para flexibilizar 
las condiciones de trabajo. La idea original del proyecto era que solo pudieran ser acordados con sindicatos, 
el Tribunal Constitucional eliminó esa exclusividad, lo que llevó al gobierno a vetarlos por considerar que 
desbalanceaba las relaciones laborales.  
25 Esta bancada está conformada por un grupo de senadores de ambas coaliciones (derecha e izquierda), los 
cuales dicen representar los intereses de las pequeñas y medianas empresas. Su conformación se dio durante 
el proceso de reforma fiscal en 2014, alegando la necesidad de imponer condiciones tributarias diferencias 
según el tamaño de las empresas. El mismo recurso retórico fue utilizado en la reforma laboral, al igual que 
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posible afectación en las pequeñas empresas. Esto fue utilizado, como lo llamó el 
vicepresidente de la CUT –Norberto Díaz–, como “caballo de Troya” por el gran 
empresariado para evitar el avance de la ley, a la vez que permitió incluir retrocesos para 
los trabajadores en la ley (Areyuna & Castillo, 2015).  
 
También quedó claro cuando algunos legisladores de DC y el Ministro de Hacienda, Rodrigo 
Valdés (Partido Por la Democracia –PPD–), defendieron la inclusión de los pactos de 
adaptabilidad en la reforma laboral, al mismo tiempo que no estaban de acuerdo en avanzar 
en la negociación colectiva sectorial. Incluso después de que el gobierno optó por vetar esos 
pactos, (después del fallo del Tribunal Constitucional), varios senadores demócratas 
cristianos insistían en dichos pactos y no apoyaban el veto del gobierno (Blume, 2016). 
 
 Otro factor a destacar es que el sistema de financiamiento electoral chileno permite una 
elevada participación de recursos privados y un porcentaje de éste puede ser anónimo. En 
los últimos años se ha podido constatar como práctica usual que una buena parte del 
financiamiento electoral se dé al margen de la ley (Matamala, 2015; Cofré, 2016; 
Mönckeberg, 2015). En la actualidad éste es un tema de debate en la política chilena (y en 
los tribunales), tras salir a luz pública, que el grupo minero SQM, el grupo Penta y las grandes 
pesqueras relacionadas al grupo Angelini, donaron por años millonarias sumas a líderes de 
partidos políticos, tanto de la coalición de derecha como de Nueva Mayoría26 (Cofré, 2016; 
Mönckeberg, 2015). Los hallazgos más recientes vinculan a miembros directos del gobierno 
de Bachelet, como el caso de Jorge Insunza27, quien vendió cerca de 400 informes –
supuestas asesorías– a empresas mineras del grupo Luksic, entre 2007 y 2014, muchas de 
ellas realizadas mientras ejercía un importante cargo público (Arellano & Jiménez, 2016). 
  
Del mismo modo se ha dado la participación de empresarios directamente en cargos 
políticos, siendo el más evidente el caso de Sebastián Piñera, uno de los empresarios más 
ricos de Chile, líder del partido Renovación Nacional, quien ha sido Senador en varias 
legislaturas y fue Presidente de la República entre 2010-2014. Además, es usual que se dé 
el fenómeno conocido como “puerta giratoria” que se refiere a personas que han estado en 
altos cargos políticos y terminan ocupando cargos directivos en grandes empresas privadas, 
práctica que se observa por igual en políticos de Nueva Mayoría y de Chile Vamos 
(Matamala, 2015). Ejemplifica esto el actual ministro de la Secretaría de General de la 
Presidencia, Nicolás Eyzaguirre, quien ocupó la cartera de Hacienda entre 2000-2006, 
después pasó al FMI y en 2012-2014 fue presidente del directorio de Canal 13, propiedad 
del grupo Luksic (Fernández, 2013).  
                                                           
en la reforma fiscal, se trató de estrategias para alargar la discusión política, ocasionando desgaste, a la vez 
que posicionan en la opinión pública concepciones negativas sobre los alcances de las reformas.  
26 Según Cofré (2016) la distribución de estos recursos fue: “El 45% está ligado a la UDI, el 11% a RN, otro 11% 
a la DC, 10% al PRI, 8% al PS, 7% al PRSD y 3% al PPD” 
27 Diputado de 2006 a 2015 por el PPD, y Ministro de Bachelet de la Secretaria General de la Presidencia, 
órgano encargado de asesorar al gobierno en sus relaciones con el Congreso Nacional. 




Algunos autores (Aninat, Londregan, Navia & Vial, 2011) mencionan como positiva la 
tendencia a forjar acuerdos cooperativos en Chile, pero no señalan que la política de 
consensos se ha hecho bajo una única visión sobre el modelo económico, social y laboral 
vigente desde el régimen de Pinochet. Hay una visión, heredada de la dictadura, que 
beneficia a las élites empresariales sobre la cual no hay verdadera discusión. En 
consecuencia, bajo la democracia, la gestión política se ha hecho desde un solo orden de 
ideas, sea la centro-izquierda quien gobierne o la derecha. Como señala Fazio (2011): “El 
gobierno de Sebastián Piñera Echenique significó que el gran empresariado pasó a ejercer 
directamente la dirección del país. […] Sin embargo no representó un quiebre en la política 
económico-social que en lo fundamental viene aplicándose desde años de la dictadura”. 
Tampoco lo ha significado el gobierno de Nueva Mayoría (2014-2018), muy a pesar de las 
promesas de cambio estructural.  
 
Desde la transición a la democracia hasta la actualidad, prácticamente solo han gobernado 
coaliciones de centro-izquierda, encabezados por distintos partidos en la presidencia (DC-
PS), y solamente durante un periodo de cuatro años ha llegado al gobierno la derecha (2010-
2014). Es decir, aunque en apariencia se han tenido recursos políticos para llevar a cabo 
reformas a favor del PAT esto no ha sido posible, poniendo de manifiesto el gran poder que 
tienen los empresarios en las decisiones de política, aun cuando no controlen directamente 
el Poder Ejecutivo. Tanto la Concertación, bajo gobiernos del PDC y del PS, como la Nueva 
Mayoría, se han inclinado más por mantener la estabilidad política y no socavar las bases 
socio-económicas heredadas de la dictadura –como lo sería reformar seriamente el Plan 
Laboral de 1979–, que por avanzar en derechos sociales lo que hubiera supuesto un 
enfrentamiento directo con el poder empresarial (Cook, 2007; Cook, 2011; Posner, 2008). 
Más aun, tuvieron incluso en muchas ocasiones posturas más ortodoxas que la oposición 
de derecha (Solimano, 2012; Fazio, 2011, 2016).  
 
En el caso costarricense, hasta 2011 se trató de un proceso de reforma laboral con una 
amplia participación de sectores. El parteaguas vino una vez que se discutió lo referente a 
los comités permanentes y los arreglos directos. La postura sindical única, hasta ese 
momento, era la eliminación de esas figuras por su uso antisindical, mientras que la UCCAEP 
pretendía que los comités permanentes tuvieran el mismo estatus legal que los sindicatos, 
y que los arreglos directos tuvieran el mismo peso que los contratos colectivos. En este 
escenario, el gobierno de Laura Chinchilla (2010-2014, centro-derecha) asumió una posición 
conservadora y le planteó a las partes que esos temas no se modificaran y quedaran tal 
como estaban en el Código de Trabajo de 1943.  
 
La propuesta beneficiaba a los empresarios, en la medida en que continuaban vigentes los 
dos principales instrumentos que limitaban el PAT, mismos que habían sido criticados 
ampliamente por expertos de la OIT. Un sector sindical, aglutinado en la organización de 
hecho “BUSSCO”, no estuvo de acuerdo, mientras que el otro, liderado por la ANEP, validó 
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la propuesta y firmó el compromiso con los empresarios. A partir de esto el proceso excluyó 
una parte importante de los sindicatos en las negociaciones, lo que benefició a los 
empresarios y garantizó la continuidad de la institucionalidad que afianza la debilidad del 
poder de asociación de los trabajadores.  
 
El nuevo escenario permitió avanzar en la discusión final del proyecto y que este se 
aprobara en la Asamblea Legislativa en agosto de 2012, con leves mejoras en el PAT, como 
bajar el porcentaje necesario de trabajadores para la huelga de 60% a 40%, o incluir la 
diferenciación entre servicios esenciales y servicios públicos, para que no todos los 
trabajadores públicos tuvieran restricciones para ejercer la huelga. Ni siquiera estos leves 
avances para el PAT fueron tolerados por las élites empresariales por lo que de inmediato 
iniciaron acciones para detener la ley. 
 
La primera acción de las élites empresariales, después de aprobado el proyecto, fue realizar 
cambios en la dirección de la UCCAEP, que llevaron incluso al despido de su asesor legal 
histórico (Óscar Bejarano). Hechos los cambios, la organización cupular (UCCAEP) así como 
las cámaras de forma individual, emitieron comunicados contra la reforma recién aprobada 
y usaron el tema de la huelga en los servicios públicos como excusa para oponerse a la 
reforma. Además ocurrió un alineamiento editorial de los grandes medios de comunicación 
en los que se presentaba la reforma como una ley para hacer huelgas en los servicios 
públicos esenciales, llegando a afirmar que se darían huelgas en la policía, en los servicios 
médicos de emergencia o en el cuerpo de bomberos. Esta campaña anti reforma finalmente 
fue asimilada por el gobierno lo que lo llevó a vetar la ley en octubre de 2012. 
  
Las demandas provenían principalmente de los sectores agrícolas exportadores28 en alianza 
con el sector comercial-importador, pero finalmente todo el sector empresarial, a través de 
la UCCAEP, asumió una postura adversa al proyecto (Villalta, 2014). Aunque de manera 
oficial se dijo que el tema del veto era por las huelgas en los servicios públicos, una vez 
reiniciadas las negociaciones después del veto, el sector empresarial insistió en otros temas, 
como los porcentajes de trabajadores necesarios para las convocatorias de huelga y para 
organizar sindicatos (Villalta, 2014). 
  
El cambio en el alineamiento político como resultado del proceso electoral no sirvió para 
vencer las resistencias del sector empresarial. Un nuevo partido (Acción Ciudadana –PAC–
), esta vez de centro-izquierda, al no contar con mayoría en la Asamblea Legislativa, llegó a 
acuerdos con el Frente Amplio (izquierda), este último le daría los votos para controlar el 
congreso, y el gobierno se comprometía a levantar el veto, el cual lo cumplió en diciembre 
de 2014, pero varias cámaras empresariales, así como partidos políticos opuestos al 
                                                           
28 Las cámaras que estuvieron más activas fueron: Cámara Nacional de Agricultura y Agroindustria (CNAA), 
Cámara Nacional de Bananeros (CANABA), Cámara Nacional de Productores y Exportadores de Piña 
(CANAPEP).  
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gobierno, presentaron recursos ante la Sala Constitucional, misma que encontró vicios de 
inconstitucionalidad, lo que obligó a reiniciar el proceso. Es decir la ley regresó al Congreso 
para que se discutiera de nuevo el proyecto y se modificaran varios puntos, en especial lo 
relativo a la huelga.  
 
Finalmente, en diciembre de 2015 se aprobó una nueva ley sin avances sustantivos para el 
PAT, en tanto las normas sobre los comités permanentes y los arreglos directos –principales 
mecanismos contra los sindicatos– se mantuvieron como han estado desde 1943, al mismo 
tiempo que el porcentaje necesario de trabajadores para la convocatoria de huelga, el cual 
se había logrado bajar a 40% en la ley vetada, terminó siendo del 50%. 
  
Al igual que en Chile, una de las principales vías de presencia empresarial en la política en 
Costa Rica es mediante el financiamiento a campañas políticas. El sistema de financiamiento 
electoral costarricense ha garantizado que los partidos con vínculos empresariales siempre 
cuenten con una amplia mayoría en el Congreso y que ganen el Poder Ejecutivo. Desde 1982 
y hasta el 2014 habían llegado al gobierno solo dos partidos, los cuales son ideológicamente 
convergentes (centro-derecha) a tal punto que, en muchas ocasiones, cuando se dio el 
cambio de partido en el gobierno muchos altos jerarcas, continuaron en sus puestos o los 
cambiaron a otros (Blanco, 2010).  
 
El dinero en la política costarricense genera tal desbalance para quienes participan en los 
procesos electorales que muchas opciones son realmente invisibles y tienen muy pocas 
posibilidades de obtener resultados positivos en las elecciones. En el referéndum realizado 
en 2007 para decidir sí se aprobaba el CAFTA29, el sector que impulsaba el voto por la opción 
del “Sí”, básicamente la UCCAEP, sólo en publicidad televisiva gastó más 1,5 millones de 
dólares, frente al 0,2 millones de dólares que gastó el “No”, principalmente apoyado por 
sindicatos. En la campaña política de 2014, las donaciones privadas a los partidos políticos 
mostraban un claro contraste: entre julio y diciembre de 2013, los partidos históricos del 
bipartidismo (PLN y PUSC) habían recaudado en conjunto 337 millones de colones, mientras 
que en el mismo periodo el PAC (centro izquierda) y el Frente Amplio (izquierda), juntos 
habían colectado 82,5 millones, cuatro veces menos que los partidos con más vínculos con 
los empresarios (Robles, 2014). Además, el tipo de donantes era diferente para cada grupo: 
el PLN y PUSC recibieron grandes donaciones de reconocidos empresarios nacionales, al 
tiempo que el PAC y Frente Amplio recibieron mayoritariamente pequeñas donaciones de 
ciudadanos sin vínculos empresariales (Robles, 2014). Esto es importante porque los 
ciudadanos no tienen mecanismos, ni las condiciones, para exigir rendición de cuentas 
durante el gobierno, como sí lo tienen las cámaras empresariales.  
 
                                                           
29 Central America Free Trade Agreement, es el tratado de libre comercio entre Centroamérica y Estados 
Unidos. 
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Los recursos de financiamiento electoral de origen público tampoco ayudan a equilibrar las 
contiendas electorales. Más bien agravan la situación a favor de las opciones pro-
empresariales. Los recursos públicos se dan mediante emisión de bonos que los partidos 
pueden vender a personas físicas, a medios de comunicación o ser utilizados como garantía 
ante créditos bancarios. En la práctica, la opción del crédito es la más utilizada, porque casi 
ningún medio de comunicación acepta los bonos y a través de personas físicas es muy poco 
lo que se logra recaudar. Al depender de los bancos, controlados por las élites empresariales 
–incluso los bancos públicos– se cierran las posibilidades para toda opción que ponga en 
riesgo la continuidad del modelo económico-social del país. En la campaña de 2014, tres 
partidos de centro y derecha pudieron acceder a créditos de bancos privados por más de 
20 millones de dólares, al mismo tiempo el único partido de izquierda –Frente Amplio– 
presentaba denuncias en la prensa acerca de por qué el Banco de Costa Rica (público) no le 
tramitaba los préstamos para financiar su campaña (Cruz, 2013). 
 
Costa Rica presenta además relaciones de tipo corporativo entre el sector empresarial y el 
Estado, en especial del sector exportador y financiero. Varias investigaciones han 
evidenciado cómo quienes están al frente de grandes empresas exportadoras, juntas 
directivas de bancos y cámaras empresariales constantemente asumen altos cargos en el 
Estado (Vásquez, 2008; Blanco, 2010). Las instituciones encargadas de la política económica 
han estado gestionadas por un grupo de personas, independientemente del partido en el 
gobierno, todas ellas con expresos vínculos empresariales, lo que se puede corroborar al 
ver quienes han estado por décadas en la dirección del Ministerio de Hacienda, Ministerio 
de Economía, Industria y Comercio, Ministerio de Comercio Exterior, Procomer30, CINDE31, 
Banco Central y todos los bancos propiedad del Estado.  
 
En suma, los líderes empresariales están en una constante rotación de cargos, entre los 
públicos y los privados, llevando al gobierno sus intereses particulares. Durante el período 
de gobierno en que se vetó la reforma laboral, el Vicepresidente de la República era Luis 
Liberman, reconocido banquero nacional, al mismo tiempo que su hermano, Jack Liberman, 
con quien tenía empresas en común, era miembro del Consejo Directivo de la UCCAEP. 
Asimismo, Shirley Saborío, quien estuviera en la dirección ejecutiva de la UCCAEP de 2003 
a 2015, y fuera además una activa participante en el proceso de reforma laboral como 
representante empresarial, antes de asumir ese cargo era la secretaría técnica del Consejo 
Económico de la Presidencia de la República, y una vez que dejó el cargo empresarial pasó 
a ser la vicepresidenta del Consejo de Promoción de la Competitividad.  
 
El poder de la UCCAEP en la política costarricense es tal que cada dos años convocan al 
Presidente de la República para entregarle una lista de medidas calificadas por los 
empresarios como impostergables. Todos los presidentes han acudido a la cita. En una 
                                                           
30 Promotora del Comercio Exterior de Costa Rica. 
31 Coalición de Iniciativas para el Desarrollo, responsable de la atracción extranjera directa.  
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entrevista realizada en 2012 al presidente de la UCCAEP, Manuel H. Rodríguez (2012), 
señaló: “Esos 10 temas principales se los exponemos al gobierno y el gobierno nos contesta. 
La presidenta Laura Chinchilla Miranda, nos dice: “del decálogo que me entregaron hace 10 
años he logrado esto” y nosotros le decimos “bueno, le vamos a hacer un reconocimiento 
por todo lo que ha hecho, pero a la vez le decimos tenemos estos problemas y estas son las 
posibilidades que salgamos adelante con estos temas.”  
 
De la misma forma, los nombramientos en el gabinete de gobierno u otras instituciones 
públicas, reciben censura o validación por parte del empresariado a través de la prensa, o 
bien se dan indicaciones de las políticas a seguir. Por ejemplo, ante el cambio del Ministro 
de Trabajo en marzo de 2016 el periódico La Nación publicó la siguiente declaración del 
Presidente de UCCAEP: “Ojalá que el nuevo ministro de Trabajo no tenga ideología que le 
impida hacer la tarea. La Unión pide al Gobierno que continúe con la directriz clara de atacar 






Es notorio, en cada uno de los casos, que existe una desproporcionada 
representación de los intereses empresariales en la esfera pública lo que crea un contexto 
asimétrico cuando se trata de formular políticas públicas que implican cambios en la balanza 
de poder entre empresarios y trabajadores. Aun cuando se presenten coyunturas de 
inclusión de los representantes de los trabajadores y estos participen de alguna manera en 
la discusión de los alcances de la reforma, hay temas que las élites empresariales tienen 
vetados, ya no solamente su resultado, sino inclusive considerarlos como temas a discusión. 
Estos temas están directamente relacionados con el poder de asociación de los trabajadores 
y con las bases del modelo económico-social impulsado por las élites empresariales. 
 
A partir del análisis de los procesos de reforma laboral este artículo ha buscado mostrar la 
captura de los espacios de decisión pública por parte de élites empresariales, lo que a su 
vez ha garantizado que se conserven las restricciones que impiden el fortalecimiento del 
PAT. En teoría, democracias como la chilena y la costarricense, reconocidas por sus niveles 
de consolidación, deberían permitir mayores oportunidades para que las políticas públicas 
reflejen los múltiples intereses que convergen en la sociedad. No obstante, lo que sucede, 
al menos en temas que versen sobre derechos laborales colectivos, es la invariable 
imposición de las posturas empresariales.  
 
La inclusión de los representantes laborales no contrarrestó esta tendencia, en la medida 
en que participaron aceptando propuestas que iban en contra del PAT, o bien sin insistir en 
cambios medulares de la institucionalidad laboral vigente. Fue una participación sin 
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propuestas reales a favor de conseguir avances sustanciales en el PAT ya que las 
organizaciones sindicales que así lo plantearon no fueron invitadas al proceso o después 
fueron excluidas, acentuándose más la asimetría de poder con respecto a los empresarios. 
  
Un aspecto a recalcar tiene que ver con las formas y capacidades de organización, tanto de 
los empresarios como de los trabajadores. Este factor tuvo un peso significativo en tanto el 
sector empresarial se presentó al proceso de forma cohesionada y con un discurso 
homogéneo. Los sindicatos, por su lado, aumentaron sus debilidades al estar divididos y con 
posturas muy distintas sobre los alcances de la reforma. Es decir, además de que los 
procesos de reformas se dieron en espacios que favorecían a los empresarios, los mismos 
sindicatos no actuaron en forma conjunta para reducir las asimetrías, sino que su división 
las incrementó.  
 
Si bien se tiene suficientes evidencias que demuestran la captura de los espacios de toma 
de decisiones por parte de élites empresariales, es preciso ahondar aún más en los 
mecanismos que les permiten vetar reformas que buscan mejoras en el PAT. Sin duda es 
necesario incluir la influencia en los procesos de factores como los legados políticos- 
institucionales y el poder estructural del modelo económico, los cuales pueden facilitar o 
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